
 

Señor  

JUEZ  73 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ D.C  

E.                                       S.                                         D. 

 

 

REF: NULIDAD POR INDEBIDA NOTIFICACION 

PROCESO DECLARATIVO VERBAL No.201800654 

Demandante: OSCAR PIÑEROS GUERRERO 

Demandado: - CAJA DE CREDITO AGRARIO, INDUSTRIAL Y MINERO EN    

LIQUIDACION y - CARLOS TEODOMIRO RINCON TOVAR 

 

YENNY ROCIO TELLEZ BELLO, mayor de edad, domiciliada y residente en la ciudad de Bogotá, 

identificada con la Cédula de Ciudadanía No.52.373.061 de Bogotá y T.P No. 279.608 expedida por 

el Consejo Superior de la Judicatura, obrando en mi condición de apoderada judicial del señor 

CARLOS TEODOMIRO RINCON TOVAR, mayor de edad, domiciliado y residente en la ciudad 

de Bogotá D.C., identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 7.165.562  de Tunja conforme al poder 

otorgado y que se adjunta al presente, a usted respetuosamente manifiesto que presento NULIDAD 

PROCESAL de conformidad en el numeral 8º del artículo 133 del C. G. del P. respecto a los 

siguientes:  

 

HECHOS 

1. El 20 de septiembre de 1995, el señor OSCAR PIÑEROS GUERRERO suscribió pagaré No. 

30501389623 a favor de la CAJA DE CRÉDITO AGRARIO INDUSTRIAL Y MINERO por la 

suma de seis millones de pesos ($6.000.000) y cuyo vencimiento era el 20 de marzo de 1996. 

2. Como garantía para el pago citado anteriormente, las partes constituyeron hipoteca sobre el lote 

denominado “el reposo” distinguido con el Folio de Matrícula No. 157 – 59525 y ubicado en la 

Carrera 4 No. 4-33 a 4-41 del municipio de Silvania, Cundinamarca, contenida en la escritura No. 

2593 del 23 de septiembre de 1995 en la Notaría Primera del Círculo de Fusagasugá. 

3. El 11 de marzo de 2016, LA CAJA AGRARIA EN LIQUIDACIÓN endosó en propiedad y sin 

responsabilidad el pagaré No. 30501389623 a favor de CENTRAL DE INVERSIONES S.A. De 

igual forma, dicha entidad cedió la garantía hipotecaria constituida para el pago de la obligación. 

4. El 11 de marzo de 2016, CENTRAL DE INVERSIONES S.A. endosó en propiedad y sin 

responsabilidad el pagaré No. 30501389623 a favor de LA COMPAÑÍA DE GERENCIAMIENTO 

DE ACTIVOS S.A. EN LIQUIDACIÓN. De igual forma, dicha entidad cedió la garantía 

hipotecaria constituida para el pago de la obligación. 



5. El 01 de abril de 2016, COVINOC – CGA en liquidación notificó al demandado sobre la cesión 

de crédito realizada, igualmente lo requirió para que realizara el respectivo pago y también reconoció 

la existencia de la obligación. Bajo estos preceptos, se da aplicación a lo establecido en el inciso final 

del artículo 94 del Código General del Proceso. 

6. Dicha comunicación fue recibida por el deudor, tal como lo acredita el documento denominado 

“requerimiento para el pago de las obligaciones a su cargo No. 30501389623…”. 

7. El 26 de julio de 2016, LA COMPAÑÍA DE GERENCIAMIENTO DE ACTIVOS S.A. EN 

LIQUIDACIÓN endosó en propiedad y sin responsabilidad el pagaré No. 30501389623 a favor de 

la señora LUZ MARITZA GÓMEZ RUIZ. De igual forma, dicha entidad cedió la garantía 

hipotecaria constituida para el pago de la obligación. 

8. El 28 de julio de 2016, la señora LUZ MARITZA GÓMEZ RUIZ endosó en propiedad y sin 

responsabilidad el pagaré No. 30501389623 a favor del señor JHONATAN FERNANDO 

BALDOFF BARAJAS. De igual forma, cedió la garantía hipotecaria constituida para el pago de la 

obligación. 

9. A pesar de los múltiples requerimientos realizados al señor PIÑEROS GUERRERO, el mismo no 

ha realizado el pago de la obligación objeto del presente proceso. 

10. La obligación contenida en el título valor aportado contiene una obligación clara, expresa y 

exigible, de conformidad con el artículo 422 del Código General del Proceso y demás normas 

mercantiles. 

 

INDEBIDA NOTIFICACION 

 

En el PROCESO DECLARATIVO VERBAL que está en curso ante este despacho, se llevó a cabo 

audiencia el pasado 06 de Octubre de 2020, de la cual no se obtuvo notificación de la misma a efectos 

de asistir y ejercer el derecho de contradicción que le asiste a mi poderdante; es de precisar señor 

Juez, que la notificación a mi poderdante el señor CARLOS TEODOMIRO RINCON TOVAR, no 

se practicó y/o surtió en forma legal, atendiendo la cesión de hipoteca a favor de mi poderdante,  

facultándolo para  hacer efectiva la obligación Nro. 96600023474, respecto al inmueble con folio de 

matrícula inmobiliaria Nro. 157-59525, cesión de la cual tenia conocimiento el señor OSCAR 

PIÑEROS GUERRERO en calidad de deudor y/o obligado directo. 

 

En razón de lo anterior y de conformidad al articulo 290 numeral 1° se precisa que la notificación 

debe hacerse al demandado o a su representante, o apoderado judicial, en este caso al no ser notificado 

el señor CARLOS TEODOMIRO RINCON TOVAR en la dirección de residencia y/o correo 

electrónico poniendo en conocimiento el auto que libro mandamiento a efectos de ejercer su derecho 

de defensa se evidencia que no se hizo de manera legal la respectiva notificación a la demandada.  

Por lo tanto, se debe declarar la nulidad procesal desde esta notificación y todas las actuaciones 

posteriores a esta. 

 

 



 

Corolario a dicho anteriormente se puede diluir que de conformidad con lo dispuesto con el artículo 

29 de la C.P., no se aplicó el debido proceso al no surtirse las etapas procesales en forma legal y 

dando aplicación de este principio a todas las actuaciones judiciales, administrativas y, entre otras 

garantías, nadie puede ser juzgado sino con observancia de la plenitud de las formas propias de cada 

juicio, siendo así necesario que las exigencias procesales que se extrañan en el ritual adelantado y 

obligando así a enderezar el procedimiento en los términos de ley. 

Estas disposiciones hacen parte del preciado derecho fundamental al debido proceso que implica que 

los jueces cumplan a cabalidad con las formas propias de los juicios, que tienden a la materialización 

del derecho objetivo.  Los términos, las notificaciones, las pruebas que garantizan a plenitud el 

derecho de defensa para ambas partes y forman parte de ese andamiaje que es el proceso mediante el 

cual se administra justicia. 

Lo anterior, para significar que la forma para realizar estos derechos sustanciales es mediante el 

derecho procesal, que se cristaliza en la acción de determinados agentes del estado.  El derecho 

procesal tiene por finalidad la realización de los derechos que en abstracto reconoce el derecho 

objetivo, realización que supone la solución de conflictos por un órgano del estado, previo un 

procedimiento establecido. 

Es así como se entiende el contenido del artículo 11 del C. G. del P. que enseña que al interpretar la 

Ley procesal el Juez debe tener en cuenta que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los 

derechos reconocidos por la Ley sustancial. El artículo 228 de la Constitución Política, establece que 

en las actuaciones de la administración de justicia prevalecerá el derecho sustancial, está 

reconociendo que el fin de la actividad jurisdiccional y del proceso es la realización de los derechos 

consagrados en abstracto por el derecho objetivo y por consiguiente la solución de los conflictos de 

intereses.  Es evidente que, en relación con la realización de los derechos y la solución de los 

conflictos, el derecho procesal, y específicamente el proceso, es un medio. 

Las citas normativas como lo anteriormente precisado, converge en la necesidad de dar claridad el 

deber y proceder en cuanto a la ritualidad de los términos procesales, la primacía de la ley sustantiva 

y la legalidad del proceso de notificación que no se adelantó entendiendo que no se ha dado 

cumplimiento a las normas del C.G.P. que facultan de manera legal y reglamentaria el ritual de 

notificación. 

La notificación es eficaz solamente cuando el interesado conoce efectivamente el contenido de la 

respectiva providencia, por lo que en el desarrollo de esa diligencia se le exige al juez desplegar toda 

su diligencia, de modo que si no es dable la notificación personal deberá acudir a otros medios de 

notificación expeditos y oportunos. Es por ello que la falta de notificación del fallo de primera 

instancia hace perder a las partes la oportunidad de impugnar dentro del término legal la decisión 

judicial adversa, cercenándose su derecho de defensa, contradicción, debido proceso y 

desconociéndose además la garantía constitucional de la doble instancia. 

 


























































